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INTRODUCCIÓN 

El presente capítulo introductorio ofrece un análisis comparado de la información reportada 
por diversos países de la región, con el objeto de identificar patrones comunes, tensiones 
estructurales y desafíos recurrentes que afectan el funcionamiento de los poderes judiciales. 
Sin perjuicio de las particularidades nacionales que serán desarrolladas en detalle en los 
capítulos subsiguientes, los insumos recopilados permiten advertir tres ejes transversales 
de preocupación: (i) la fragilidad de la carrera judicial y sus mecanismos de estabilidad; (ii) 
las afectaciones a la independencia de las personas juzgadoras, tanto externas como 
internas al propio sistema judicial; y (iii) la consolidación de reformas institucionales o 
prácticas administrativas de carácter regresivo que impactan en la autonomía judicial, las 
condiciones de trabajo y las garantías del debido proceso. 

1. Carrera judicial: fragilidades estructurales y deterioro de la estabilidad 
institucional 

La carrera judicial constituye uno de los pilares de la independencia del Poder Judicial, en 
tanto garantiza previsibilidad, mérito y continuidad institucional. Sin embargo, los reportes 
nacionales evidencian tensiones significativas en su funcionamiento. 

En Argentina, se destaca la existencia de un número considerable de vacantes judiciales sin 
cobertura oportuna, lo que impacta directamente en la duración de los procesos, la 
sobrecarga de trabajo y la calidad de las decisiones judiciales. Este fenómeno se traduce en 
una afectación concreta del derecho de acceso a la justicia y del derecho a ser juzgado en un 
plazo razonable. A ello se suma el debate sobre la reducción o eliminación de garantías 
funcionales, como la inmunidad judicial, cuya supresión generalizada ha sido advertida como 
incompatible con estándares internacionales, en tanto puede exponer a jueces y juezas a 
mecanismos de presión o represalia. 

En El Salvador, se observa una problemática vinculada a la cobertura de plazas vacantes 
mediante designaciones interinas o indefinidas, en algunos casos sin experiencia judicial 
suficiente, lo que debilita la profesionalización del sistema. Este fenómeno i ncide en la 
calidad institucional y en la capacidad de gestión de los órganos jurisdiccionales. 

En Paraguay, el análisis del sistema salarial refleja un esfuerzo por introducir criterios de 
equidad interna mediante un esquema diferenciado y proporcional según jerarquía y 
responsabilidad. Este diseño reconoce las distintas cargas funcionales dentro del Poder 
Judicial y busca reforzar la lógica de carrera basada en niveles de responsabilidad, lo que 
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puede contribuir a la estabilidad institucional si se mantiene desvinculado de factores 
discrecionales. 

En Puerto Rico, la carrera judicial se encuentra normativamente estructurada con criterios 
de experiencia profesional y períodos definidos de nombramiento. El sistema establece 
distintos requisitos para jueces municipales, superiores, del Tribunal de Apelaciones y del 
Tribunal Supremo, así como una edad de retiro fijada en 70 años. Este diseño refleja un 
modelo de carrera relativamente formalizado, acompañado por reformas recientes en 
materia salarial tras décadas de estancamiento, lo que apunta a la actual ización de 
condiciones laborales como elemento de fortalecimiento institucional. 

En la República Dominicana, sin embargo, se reportan debilidades estructurales relevantes, 
entre ellas la ausencia de un escalafón judicial consolidado, desigualdades en el sistema de 
seguridad social de los servidores judiciales y deficiencias en la aplic ación de bonos de 
desempeño. Asimismo, el incumplimiento del porcentaje presupuestario asignado por ley al 
Poder Judicial impacta directamente en su autonomía financiera, elemento clave de la 
independencia institucional. 

En conjunto, estos casos muestran una tensión regional entre modelos de carrera judicial 
más estructurados y sistemas con déficits de planificación, cobertura o financiamiento, con 
impacto directo en la estabilidad de la función jurisdiccional. 

2. Independencia judicial: presiones externas, institucionales y simbólicas 

El segundo eje transversal refiere a las distintas formas de afectación a la independencia de 
jueces y juezas, que van desde presiones políticas directas hasta mecanismos más sutiles 
de deslegitimación institucional. 

En Costa Rica, se ha identificado un patrón sostenido de estigmatización pública de 
operadores de justicia desde el Poder Ejecutivo, mediante conferencias de prensa en las que 
se cuestionan decisiones judiciales específicas. Este fenómeno se acompaña de factores 
estructurales como la disminución presupuestaria, la sobrecarga laboral, el deterioro de 
condiciones salariales y el uso creciente del régimen disciplinario, lo que configura un 
entorno institucional complejo para el ejercicio independiente de la función jurisdiccional. 

En Chile, se reportan dinámicas similares de deslegitimación pública desde el Poder 
Ejecutivo, con cuestionamientos a fallos judiciales y atribución de responsabilidades 
personales a jueces por sus decisiones. Asimismo, se ha identificado el uso de acciones 
judiciales como mecanismos de presión individual, lo que genera un efecto inhibitorio sobre 
la independencia funcional. 
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En Colombia, se advierte una combinación de intervenciones públicas del Poder Ejecutivo en 
contra de decisiones judiciales, tensiones presupuestarias y presiones institucionales 
derivadas de cargas laborales excesivas. También se reportan episodios de movilización 
política en torno a decisiones judiciales, lo que incrementa la exposición de la judicatura a 
presiones externas. 

En Ecuador, la independencia judicial se ve afectada por la consolidación de una narrativa 
pública que cuestiona la imparcialidad del sistema judicial, así como por el uso de figuras 
ŘƛǎŎƛǇƭƛƴŀǊƛŀǎ ŀƳǇƭƛŀǎ ŎƻƳƻ Ŝƭ άŜǊǊƻǊ ƛƴŜȄŎǳǎŀōƭŜέΣ Ŏǳȅŀ ŀǇƭƛŎŀŎƛƽƴ Ƙŀ ǎƛdo señalada como 
potencialmente subjetiva y susceptible de utilización como mecanismo de control funcional. 

En Bolivia, se reporta la actuación de grupos organizados que realizan campañas de 
intimidación, acoso digital y exposición de datos personales contra jueces y juezas, en 
algunos casos sin una respuesta institucional efectiva. A ello se suma la utilización  de 
mecanismos disciplinarios que, en ciertos contextos, han sido percibidos como instrumentos 
de presión. 

En Guatemala, el hostigamiento contra jueces independientes se describe como más 
sofisticado y coordinado, incluyendo ataques digitales, litigios maliciosos y patrones de 
persecución institucional, lo que ha sido objeto de observaciones por parte de instancias 
internacionales. Este contexto configura un escenario de alto riesgo para la independencia 
judicial. 

En Honduras, además de traslados y remociones sin debido proceso, se reportan amenazas, 
hostigamiento laboral y represalias contra jueces, particularmente aquellos vinculados a 
asociaciones gremiales, lo que refuerza la vulnerabilidad institucional. 

En México, el proceso de reforma judicial ha generado preocupaciones respecto de su 
impacto sobre la autonomía e independencia judicial, en tanto se trata de una transformación 
estructural con potencial efecto sobre la estabilidad del sistema de justicia. 

En Perú, se identifica la intervención del Tribunal Constitucional en procesos competenciales 
y de control constitucional que, según los reportes, habría generado tensiones con el Poder 
Judicial y el Poder Legislativo, así como decisiones que han tenido im pacto en la 
interpretación de normas en casos sensibles, incluidos delitos de corrupción y derechos 
fundamentales. 

En Panamá, si bien el foco principal se ubica en la modernización del sistema judicial, la 
implementación del nuevo Código Procesal Civil mediante un modelo oral y participativo 
implica también un proceso de transformación institucional relevante, acompaña do por 
estructuras de implementación y capacitación que buscan asegurar su adecuada aplicación. 
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En conjunto, estos casos evidencian que la independencia judicial en la región enfrenta tanto 
presiones directas (políticas o administrativas) como indirectas (mediáticas, disciplinarias o 
sociales), que en su combinación generan efectos de debilitamiento progresivo de la 
autonomía decisional. 

3. Reformas institucionales y dinámicas regresivas o transformadoras 

El tercer eje refiere a los procesos de reforma o transformación institucional que inciden en 
la estructura, funcionamiento o garantías del Poder Judicial. 

En México, la reforma constitucional en materia judicial constituye un cambio estructural de 
gran alcance, cuyo impacto potencial sobre la autonomía judicial, la profesionalización y la 
tutela jurisdiccional efectiva ha sido objeto de preocupación, en particular en lo relativo a la 
estabilidad del sistema de justicia. 

En Brasil, decisiones del Supremo Tribunal Federal han establecido límites a ciertos 
beneficios indemnizatorios de jueces y magistrados, incluyendo compensaciones por 
vacaciones acumuladas y licencias, en el marco de un debate más amplio sobre la 
racionalización del régimen remuneratorio. Asimismo, se reafirma el modelo de 
inamovilidad relativa, con jubilación obligatoria a los 75 años, como parte del diseño 
institucional del sistema. 

En Panamá, la implementación del nuevo Código Procesal Civil representa una reforma 
orientada a la modernización del proceso judicial mediante la oralidad y la participación 
activa de las partes. Este proceso ha sido acompañado por la creación de una comisión 
nacional de implementación y subcomisiones técnicas, lo que refleja un enfoque institucional 
de transición gradual hacia un nuevo modelo procesal. 

En Costa Rica, la reforma del régimen jubilatorio del Poder Judicial ha tenido efectos 
significativos sobre la carrera judicial, contribuyendo a la salida de un número considerable 
de funcionarios con experiencia, lo que impacta la continuidad institucional y la transmisión 
de conocimiento técnico. 

En Paraguay, la introducción de criterios salariales diferenciados puede ser interpretada 
como una reforma de carácter organizacional que busca reforzar la coherencia interna del 
sistema judicial, aunque su impacto dependerá de su sostenibilidad y de su desvinculación 
de factores discrecionales. 

En Ecuador y Bolivia, la expansión de mecanismos disciplinarios con definiciones amplias o 
la utilización intensiva de sistemas de control interno también pueden ser entendidas como 
formas de reconfiguración institucional que inciden en el margen de independencia judicial. 
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4. Conclusión  

El análisis comparado de los países evidencia una convergencia regional de desafíos que 
afectan la independencia judicial desde múltiples dimensiones. En primer lugar, la carrera 
judicial presenta debilidades estructurales vinculadas a vacantes, precarizac ión, 
desigualdades salariales o ausencia de escalafones consolidados. En segundo lugar, la 
independencia de jueces y juezas se ve tensionada por presiones políticas, campañas de 
deslegitimación pública, mecanismos disciplinarios expansivos y, en algunos ca sos, 
hostigamiento directo. En tercer lugar, las reformas institucionales en curso o ya 
implementadas reflejan procesos de transformación que, si bien en algunos casos buscan 
modernizar el sistema, pueden generar efectos regresivos sobre la autonomía judicial si no 
están acompañados de garantías suficientes. 

En este contexto, la independencia judicial aparece como un eje estructural del Estado de 
Derecho que requiere no solo reconocimiento normativo, sino también condiciones 
materiales, institucionales y culturales que aseguren su efectividad real. 
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1. ARGENTINA 

Informe del Dr. Andrés Fabián Basso ς Presidente de la AMFJN  
En representación de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia 
Nacional de la República Argentina, me referiré a las cuestiones más relevantes 
para ilustrar sobre la situación del Poder Judicial de la Nación en la República 
Argentina.1 

 

La Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional de la República 
Argentina (AMFJN) informa sobre los principales asuntos que actualmente afectan el 
funcionamiento del Poder Judicial de la Nación y de los Ministerios Públicos en la República 
Argentina. 

Las cuestiones de mayor relevancia institucional identificadas son las siguientes: 

1. la elevada cantidad de vacantes en el Poder Judicial de la Nación, el Ministerio Público 
Fiscal y el Ministerio Público de la Defensa;  

2. la situación del régimen previsional especial de magistrados y magistradas;  
3. la seguridad de integrantes del Poder Judicial y de los Ministerios Públicos; y  
4. la Ley Nº 27.802, que prevé la supresión del fuero nacional del trabajo.  

1. Vacantes en el Poder Judicial de la Nación, el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio 
Público de la Defensa 

El Poder Judicial de la Nación y los Ministerios Públicos registran un número considerable 
de vacantes en cargos de jueces, fiscales y defensores oficiales. 

Si bien la falta de cobertura de vacantes constituye un problema estructural del sistema 
judicial argentino, el nivel actual τestimado en aproximadamente un 40 % de cargos sin 
cubrir en la justicia federal y nacional y en los ministerios públicosτ ha alcanzado niveles 
inéditos, con consecuencias graves para el funcionamiento del sistema y para la adecuada 
prestación del servicio de justicia. 

La AMFJN ha mantenido una intervención activa en esta materia mediante reuniones con 
autoridades competentes del Poder Ejecutivo Nacional, así como a través de requerimientos 
institucionales orientados a agilizar los procedimientos de cobertura. Del mismo modo, la 

 
1 Andrés Fabián Basso, presidente de la Asociación de Magistrados y Funcionarios de la Justicia Nacional (AMFJN), 

República Argentina. 
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Asociación ha emitido pronunciamientos institucionales instando la urgente cobertura de 
vacantes. 

Cabe señalar que el mecanismo constitucional de designación de magistrados en la 
República Argentina es complejo y requiere la intervención de los tres poderes del Estado. 

En las últimas semanas, el Poder Ejecutivo Nacional ha comenzado a remitir pliegos al 
Congreso de la Nación para avanzar en la cobertura de vacantes, a fin de que el Senado 
preste el acuerdo correspondiente. La AMFJN ha expresado su acompañamiento 
institucional a esta medida por considerarla un paso relevante para atender una situación 
de gravedad institucional. 

2. Régimen previsional 

En el año 2020, el Congreso de la Nación sancionó la Ley N.º 27.546, que modificó las Leyes 
N.º 24.018 y 22.731, reguladoras del régimen previsional especial de magistrados y 
magistradas. 

Como consecuencia de dicha reforma, la AMFJN promovió una acción declarativa de 
inconstitucionalidad contra el Estado Nacional en los términos del artículo 322 del Código 
Procesal Civil y Comercial de la Nación, obteniendo sentencia favorable en primera instancia. 

La cuestión ha recobrado actualidad ante la creciente difusión de iniciativas orientadas a 
modificar nuevamente el sistema previsional del Poder Judicial. En este contexto, se han 
presentado proyectos legislativos tendientes a reformar nuevamente el régimen jubilatorio 
aplicable a magistrados y magistradas. 

Corresponde señalar que el régimen previsional del Poder Judicial constituye un régimen 
especial y no un régimen de privilegio. La distinción no es meramente semántica, sino técnica 
y jurídica. Se trata de un sistema sostenido por aportes prolongados y agr avados: los 
magistrados realizan, en general, más de treinta años de aportes y contribuyen con una 
alícuota diferencial del 18%, superior al régimen general, sin tope de aportación. 

Estas características permiten sostener que se trata de un régimen contributivo con 
fundamentos objetivos de sustentabilidad. 

En la República Argentina existen más de setenta regímenes previsionales especiales. Sin 
embargo, el único que ha sido objeto de modificación reciente ha sido el correspondiente al 
Poder Judicial, sin que mediaran estudios técnicos comparativos ni análisis  actuariales 
integrales. 
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En ese marco, las reiteradas iniciativas orientadas a modificar el régimen previsional judicial 
son interpretadas como mecanismos indirectos susceptibles de afectar la independencia 
judicial, en tanto pueden debilitar las garantías materiales necesarias pa ra el ejercicio 
autónomo de la función jurisdiccional. 

3. Seguridad de integrantes del Poder Judicial y de los Ministerios Públicos 

La seguridad de magistrados, magistradas y funcionarios judiciales constituye una 
preocupación creciente en la región y, particularmente, en la República Argentina. 

En los últimos años se han registrado episodios graves de amenazas, extorsiones y otras 
formas de intimidación dirigidas contra integrantes del Poder Judicial y de los Ministerios 
Públicos, en especial en causas vinculadas con criminalidad organizada. 

Estos hechos configuran mecanismos de presión orientados a condicionar o amedrentar a 
quienes ejercen funciones jurisdiccionales o investigativas en casos de alta sensibilidad 
institucional. 

Frente a ello, la AMFJN ha requerido de manera reiterada y enfática a las autoridades 
competentes la adopción de medidas eficaces para garantizar la seguridad de magistrados 
y funcionarios que se desempeñan en jurisdicciones particularmente expuestas, con el fin 
de asegurar el ejercicio seguro e independiente de sus funciones y la protección de sus 
familias. 

4. Ley N.º 27.802 ς Supresión del fuero nacional del trabajo 

La Ley N.º 27.802, sancionada por el Congreso de la Nación, prevé la supresión del fuero 
nacional del trabajo, conforme surge de su artículo 90. 

La supresión legislativa de un fuero completo del Poder Judicial de la Nación reviste una 
gravedad institucional excepcional, en tanto afecta de manera directa la estructura de uno 
de los tres poderes del Estado y altera el equilibrio propio del sistema republicano de frenos 
y contrapesos. 

Desde una perspectiva institucional, la medida establece un precedente de particular 
gravedad al habilitar la posibilidad de suprimir órganos jurisdiccionales por decisión 
legislativa, con impacto directo sobre la garantía de independencia judicial. 

La clausura de un fuero judicial implica, en los hechos, el vaciamiento de jurisdicción de sus 
magistrados. En tal sentido, la AMFJN ha sostenido que privar de jurisdicción a un juez 
equivale, en términos materiales, a su remoción. 
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Ello configura una afectación de la garantía constitucional de inamovilidad respecto de 
magistrados y magistradas, así como de la garantía de estabilidad en el empleo público 
respecto de funcionarios y empleados judiciales. 

En virtud de ello, la AMFJN ha promovido las acciones judiciales correspondientes, 
actualmente en trámite, con el objeto de cuestionar la constitucionalidad de la medida y 
resguardar las garantías institucionales comprometidas. 
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Informe de la Federación Argentina de la Magistratura y la Función Judicial (FAM) 
ante la Federación Latinoamericana de Magistrados (FLAM)2 

 
La Federación Argentina de la Magistratura y la Función Judicial comparece ante esta 
Asamblea con el propósito de exponer una serie de procesos institucionales en curso en 
distintas jurisdicciones de nuestro país que, analizados en conjunto, evidencian tensiones 
relevantes sobre las condiciones estructurales que hacen posible la independencia judicial. 
 
No se trata de fenómenos aislados ni de debates locales inconexos. Se trata de dinámicas 
que, bajo distintas manifestaciones, convergen en un mismo punto: la potencial erosión de 
las garantías que sostienen el ejercicio autónomo de la función jurisdiccional. 
 

1. Situación en la Provincia de Chubut. 

En la provincia de Chubut se ha impulsado y aprobado una reforma constitucional que 
elimina los fueros de magistradas y magistrados, así como de otros funcionarios públicos. 
 
Desde la FAM consideramos necesario reafirmar que:  las inmunidades funcionales no 
constituyen privilegios personales, sino garantías institucionales orientadas a preservar la 
independencia judicial. Su razón de ser radica en asegurar que quienes ejercen la función 
jurisdiccional puedan decidir con libertad, sin temor a represalias ni interferencias indebidas, 
particularmente cuando sus decisiones afectan intereses relevantes. 
 
Este proceso ha suscitado preocupación más allá del ámbito local. 
 
La Federación Latinoamericana de Magistrados (FLAM) ha expresado formalmente su 
rechazo a esta iniciativa, destacando que la eliminación de dichas garantías compromete 
gravemente la independencia del Poder Judicial y el principio de división de poderes. 
 
Asimismo, ha reafirmado que la inmunidad judicial constituye una garantía de la ciudadanía 
para contar con jueces imparciales, protegidos frente a presiones externas. 
 
En el mismo sentido, la Relatora Especial de Naciones Unidas sobre la independencia de 
magistrados y abogados ha dirigido una comunicación al Estado argentino en la que advierte 
que la supresión generalizada de la inmunidad judicial no se ajustaría a los e stándares 
internacionales de derechos humanos, en particular en relación con el derecho a un tribunal 
independiente e imparcial. 
 
En dicha comunicación se recuerda que: 

 
2 Dra. Marcela Ruiz, presidenta de la FAM, República Argentina. 
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¶ La independencia judicial es un componente esencial del derecho al debido proceso. 

¶ La garantía de inamovilidad y las protecciones funcionales son pilares del sistema. 

¶ La ausencia de inmunidad puede exponer a los jueces a mecanismos de presión o 
represalia. 

Estos estándares han sido reiteradamente desarrollados tanto por el sistema universal 
como por el sistema interamericano, que han vinculado de manera directa la independencia 
judicial con la garantía de permanencia en el cargo y la protección frente a inje rencias 
externas. 
 
En este contexto, la eliminación de estas garantías no solo afecta la organización institucional 
de una jurisdicción, sino que puede comprometer el derecho de la ciudadanía a acceder a 
una justicia independiente. 
 
Cuando una reforma local genera pronunciamientos regionales y alertas internacionales, 
deja de ser un debate provincial para convertirse en una cuestión de Estado de Derecho. 
 

2. Reforma constitucional en la Provincia de Santa Fe. 

En relación con el proceso de reforma constitucional en la provincia de Santa Fe, advertimos 
con preocupación la posible introducción de mecanismos que debiliten los sistemas de 
selección basados en el mérito y amplíen los márgenes de discrecionalidad política en la 
designación y remoción de magistrados. 
Los estándares internacionales han sido claros en este punto: la independencia judicial 
requiere procedimientos objetivos, transparentes y basados en criterios técnicos para el 
acceso y permanencia en la función. 
Cuando estos mecanismos se ven desplazados por decisiones predominantemente políticas, 
se afecta la autonomía del Poder Judicial y su capacidad de actuar como garante de 
derechos. 
 

3. Proyectos de reforma de regímenes jubilatorios. 

 
En diversas jurisdicciones se encuentran en análisis reformas de los sistemas jubilatorios 
que impactan en la magistratura. 
Estas iniciativas que implican el aumento de los porcentajes de aportes entre el 6 y el 8% 
generan preocupación en tanto pueden incidir sobre el principio de intangibilidad de las 
remuneraciones, entendido como una garantía institucional de la independencia judicial. 
La función jurisdiccional, por su propia naturaleza, impone restricciones relevantes τ
incompatibilidades, limitaciones al ejercicio de otras actividades τ que justifican la 
protección de sus condiciones materiales. 
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La alteración de estas condiciones, aun de manera indirecta, puede constituir un mecanismo 
de presión incompatible con los estándares de independencia. 
 

4. Asimetrías salariales entre jurisdicciones. 

 
La persistencia de profundas asimetrías salariales entre jurisdicciones constituye un 
problema estructural que afecta la cohesión del sistema judicial argentino. 
Frente a responsabilidades equivalentes, se verifican diferencias significativas en las 
condiciones materiales de ejercicio de la función judicial. 
Estas desigualdades no solo comprometen principios de equidad, sino que generan sistemas 
judiciales con capacidades dispares, afectando la calidad del servicio de justicia y el acceso 
efectivo a derechos. 
 

5. Vacantes en los poderes judiciales. 

 
Finalmente, subsiste un problema crítico: la existencia de un número significativo de cargos 
judiciales vacantes sin cobertura oportuna. 
Las vacantes impactan directamente en la duración de los procesos, en la sobrecarga de 
trabajo y en la calidad de las decisiones judiciales. 
Desde la perspectiva de los derechos humanos, ello implica una afectación concreta del 
derecho de acceso a la justicia y del derecho a ser juzgado en un plazo razonable. 
 

6. Conclusiones 

 
Los procesos aquí expuestos no constituyen cuestiones internas ni sectoriales. Son 
elementos estructurales que inciden directamente en la capacidad del sistema judicial para 
cumplir su función. 
La independencia judicial no es un atributo corporativo. Es una garantía institucional al 
servicio de la ciudadanía. Cuando se debilitan las garantías, cuando se amplían los márgenes 
de discrecionalidad, cuando se deterioran las condiciones materiales, cuando las estructuras 
se vuelven incompletas, el impacto es siempre el mismo: se debilita la protección efectiva de 
los derechos. 
 
En un contexto regional que enfrenta desafíos comunes, resulta indispensable reafirmar el 
compromiso con una justicia independiente, imparcial y eficaz, como condición esencial del 
Estado Social y Constitucional de Derecho. 
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2. BOLIVIA 

Informe de AMABOL ς Vulneración sistemática de la independencia judicial en Bolivia 

 
La Asociación de Magistrados de Bolivia AMABOL, en ejercicio de su rol institucional de 
defensa de la judicatura y del Estado de Derecho, pone en conocimiento de la Federación 
Latinoamericana de Magistrados (FLAM), de la Unión Internacional de Magistrados (UIM), así 
como de los sistemas universal e interamericano de protección de derechos humanos, la 
existencia de una situación grave, estructural y sistemática de vulneración de la 
independencia judicial en el Estado Plurinacional de Bolivia. 
 
Los hechos descritos en la presente comunicación configuran una transgresión directa a los 
Principios básicos relativos a la Independencia de la Judicatura de las Naciones Unidas, a la 
Convención Americana de Derechos Humanos y a la jurisprudencia constante de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en materia de garantías judiciales e independencia 
funcional. 
 
En Bolivia, de acuerdo a la última elección de autoridades judiciales, entre ellas a las nuevas 
autoridades del Consejo de la Magistratura, de un tiempo a esta parte se ha tornado como 
un ente persecutor hacia las autoridades judiciales, con el pretexto de  mejorar la 
administración de justicia, como una deuda social que se tiene con la sociedad en general 
como si se tratara del peor sistema, cabe aclarar que existe demasiado cuestionamiento a 
la labor judicial, en  lealtad efectivamente existen algunas auto ridades que generan ese 
cuestionamiento, empero generalizar no es saludable para recuperar la confianza del 
justiciable. 
 
Los Jueces no ejercen sus funciones bajo condiciones de independencia, imparcialidad, ni 
seguridad institucional, por el contrario, enfrentan un entorno caracterizado por presiones 
estructurales, hostigamiento sistemático y mecanismos de control indebido, particularmente 
en causas de relevancia social, política o mediática. 
 

1. Presión externa organizada con tolerancia estatal 

Se ha consolidado la actuación de grupos organizados que, bajo narrativas de control social 
o lucha contra la corrupción, ejecutan acciones sistemáticas de intimidación contra Jueces, 
incluyendo campañas de desprestigio, acoso digital y exposición indebida  de datos 
personales. 
Estos actos, lejos de ser prevenidos o sancionados por el Estado, son tolerados e incluso 
instrumentalizados por instancias del sistema disciplinario, generando un efecto inhibitorio 
incompatible con el ejercicio independiente de la función jurisdiccional. 
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2. Uso indebido del régimen disciplinario como mecanismo de control 

El órgano disciplinario a cargo del Consejo de la Magistratura, ha incurrido en prácticas que 
desnaturalizan su finalidad constitucional, convirtiéndolo en un instrumento de presión 
institucional, entre ellas se destacan: 
 

Å Promoción pública de denuncias contra Jueces, incentivando su estigmatización. 

Å Intervenciones de Juzgados al margen del marco legal vigente. 

Å Construcción de narrativas de criminalización generalizada mediante difusión de 
estadísticas disciplinarias. 

Å Sustanciación de procesos bajo esquemas de concentración de funciones, 
incompatibles con el principio de Juez natural y el debido proceso. 

 
Estas prácticas vulneran estándares internacionales que exigen que los procesos 
disciplinarios sean independientes, imparciales y respetuosos de las garantías judiciales, y 
que no se basen en lo que se expone en redes sociales o plataformas virtuales, que hoy en 
día tienen mas peso que las legales, utilizando el linchamiento judicial que expone a la 
autoridad judicial, que además tiene a su entorno familiar afectado generando un 
desprestigio incluso de la dignidad que conlleva. 
 

3. Persecución individual y ausencia de tutela estatal efectiva. 

Se reportan casos de persecución prolongada contra Jueces por decisiones jurisdiccionales 
adoptadas en el marco de su competencia y confirmadas por instancias superiores. 
 
Los hechos incluyen hostigamiento continuo, violencia física, acoso digital y afectaciones a 
la dignidad personal. A pesar de ello, las denuncias presentadas no reciben respuesta 
efectiva, consolidándose un contexto de impunidad y desprotección estatal. En  varios 
Distritos se han creado grupos con el denominativo de control social que día a día denigran 
a los Jueces, llegando inclusive a agresiones físicas, que a pesar de haberse activado 
recursos constitucionales como la protección de privacidad y haberse logrado la tutela, 
quedan en el papel toda vez que no se logra cumplir y si se acude en queja, lo único que se 
logra es mayor hostigamiento, ni que decir de activar los procesos penales que 
corresponden, dado que las instancias llamadas por ley no dan lugar a pesar de contar con 
la prueba pertinente y respectiva, lo que ha logrado empoderar a estos grupos denominados 
control social o en algunos casos denominados víctimas de la injusticia, así como otros 
denominativos similares que únicamente tienen la tarea de menoscabar la labor judicial. 
 

4. Afectación a la vida, integridad y salud de los jueces. 

Es tanta la inseguridad en la labor judicial, que al margen de lo referido lamentablemente 
durante las gestiones 2025 y 2026, se han registrado fallecimientos de Jueces en 
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circunstancias alarmantes, incluyendo hechos violentos no esclarecidos y situaciones 
vinculadas a sobrecarga laboral extrema y presión institucional. 
 
Estos hechos evidencian la ausencia de condiciones mínimas de seguridad y bienestar, 
contraviniendo las obligaciones del Estado de garantizar un entorno adecuado para el 
ejercicio de la función judicial, se ha tenido un caso en el que la autoridad judicial llegó a 
tomar la decisión de desvivirse por la injerencia y la presión a la que fue sometido, lo cual 
refleja la falta de independencia y seguridad, que facilita ejercer presión sobre la autoridad 
judicial que al margen del desprestigio generado,  ha significado un descrédito de la labor 
judicial. 
 
No se cuenta con seguridad física, menos institucional a pesar de los eventos suscitados. 
 

5. Violencia de género en la judicatura. 

Se evidencia un incumplimiento de estándares internacionales en materia de protección 
contra la violencia de género, casos de acoso sexual denunciados por Juezas han sido 
desestimados sin investigación diligente, generando revictimización y represalias 
institucionales. 
 
Ello constituye una vulneración a los principios de igualdad, no discriminación y debida 
diligencia reforzada, que tanto se pregona, pero que no se ejercita, menos se cumple. 
 
Sin embargo, en relación al justiciable se tiene instrucción de juzgar con perspectiva de 
género en relación a los procesos con víctimas vulnerables, empero no se obra de la misma 
manera en procesos disciplinarios a pesar de haberse realizado cursos, talle res y otros 
eventos, que quedan en esos ámbitos. 
 

6. Deficiencias estructurales del sistema disciplinario. 

El Sistema Disciplinario, es totalmente arbitrario dado que el Juez Disciplinario que no tiene 
experiencia en la jurisdicción ordinaria, hace el papel de Juez, investigador, fiscal y principal 
persecutor, al efecto se identifican irregularidades graves, tales como: 
 

Å No se procesa de la misma manera, existe cierta parcialización en determinados 
casos, es decir donde se evidencia faltas graves, no se actúa con la misma rigurosidad 
en relación a otros procesos que son iniciados por situaciones menores o por la falta 
de actuación del personal de apoyo, o porque definitivamente se trata de un problema 
jurisdiccional y no disciplinario. 
 



 
 

Página 16 

Å Aplicación de normativa no vigente, reglamento disciplinario sin vigencia justificando 
que no afecta el fondo. 
 

Å Desconocimiento de la sobrecarga laboral como factor relevante, cuando los 
Juzgados no tienen personal completo, o la autoridad ejerce en suplencia, al igual 
cuando se trata de provincias o con competencia mixta, es decir multimateria. 

 

Å Restricción indebida del control constitucional ejercido por los Jueces, últimamente 
bajo amedrentamiento a los Jueces Constitucionales, cuando se animan a conceder 
la tutela en recursos de Amparo Constitucional. 
 

Å De un tiempo a esta parte, por una falta de control institucional del ente disciplinario, 
se vienen promoviendo mayor cantidad de procesos disciplinarios, absolutamente por 
todo, sumado a poner en vigencia suspensiones de hace varias gestiones que en su 
momento no se dieron seguimiento, lo cual genera suspensiones de Jueces de 
manera alarmante en todo el país. 
 

Å Al respecto, si bien existe una Sentencia Constitucional N°0359/2024 ς S4 de 27 de 
junio de 2024, que ordena que en el plazo de tres meses modifique el Acuerdo 
20/2018, su reglamento y conexos, en virtud a la modalidad de suspensión de 
funciones sin goce de haberes, conforme al fallo constitucional referido, lo cual a la 
fecha no se ha cumplido. 
 

Å Asimismo, se promueven reformas con enfoque punitivo, sin atender las causas 
estructurales del sistema, profundizando su carácter coercitivo difundidos en medios 
de comunicación, redes sociales y plataformas digitales, sin tomar en cuenta las 
condiciones laborales en las que se desenvuelve la autoridad judicial, más aún cuando 
por la situación económica, ni siquiera se cuenta con material de escritorio suficiente, 
al contrario las autoridades judiciales sin que corresponda se han dado a la tarea de 
adquirir los insumos necesarios para poder cumplir con el justiciable, lo cual se ha 
tornado como una obligación, sin serlo. 

 

7. Condiciones de jubilación incompatibles con la dignidad judicial. 

 
Se hace conocer igualmente la precariedad del régimen de jubilación de los Jueces, cuyo 
monto máximo alcanza aproximadamente a $us.300.- aproximadamente, en la mayoría de 
los casos las rentas efectivas no superan ese monto, después de haber servido más de 20 
años. 
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Estas condiciones resultan Incompatibles con los estándares de dignidad y seguridad 
económica que deben garantizarse a quienes han ejercido una función esencial del Estado. 
La insuficiencia del sistema previsional constituye un factor estructural que debilita la 
independencia judicial, al generar vulnerabilidad económica y potencial exposición a riesgos 
de corrupción. 
 
El fortalecimiento del sistema de jubilación debe ser considerado una medida esencial de 
política pública para garantizar la integridad, independencia y dignidad de la función judicial. 
 

SOLICITUDES A LA FLAM Y A LA UIM 

En atención a la gravedad de los hechos expuestos, se solicita respetuosamente: 

Å Que la FLAM y la UIM activen mecanismos de observación internacional sobre la 
situación de la independencia judicial en Bolivia. 

Å Que se promueva la emisión de pronunciamientos institucionales ante organismos 
internacionales, incluyendo el Consejo de Derechos Humanos de Naciones Unidas y 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

Å Que se coadyuve en la canalización de esta denuncia ante los Relatores Especiales 
sobre la independencia de magistrados y abogados. 

Å Que se inste al Estado Boliviano, adoptar medidas urgentes de protección para Jueces 
en situación de riesgo y esclarecimiento de los lamentables hechos que derivaron en 
el fallecimiento de los Jueces en estas dos últimas gestiones. 

Å Que se recomienden reformas estructurales orientadas a garantizar un sistema 
disciplinario independiente, imparcial y respetuoso del debido proceso. 

Å Se tiene anunciado el proceso de evaluación a los Jueces, que cabe aclarar como 
Asociación jamás nos hemos opuesto, porque consideramos que en una mejora de la 
administración de justicia es necesario y útil incluso para los Jueces, al efecto se 
realizaron eventos con la participación de instancias internacionales, que coincidieron 
que la evaluación no tiene como base y resultado el desvincular a los Jueces, empero 
aún no se tiene el reglamento o documento normativo que además sea de 
conocimiento de los Jueces, cuando se tiene el derecho a conocer cómo, cuando, 
quienes serán los evaluadores y cuales los parámetros a ser utilizados, se dice que 
será por resultado, empero nada certero hasta el momento, lo cual genera 
incertidumbre. 

Å Que se analice la posibilidad de la creación de Juzgados, toda vez que en Bolivia 
existen alrededor de 1100 Jueces, con una población de más de 11.000.000 de 
habitantes, ello con la finalidad de dar una atención diligente y adecuada al justiciable. 

8. CONCLUSIÓN 
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La situación descrita no responde a hechos aislados, sino a un patrón sistemático de 
vulneración de la independencia judicial, que compromete gravemente el Estado de Derecho 
y el acceso a la justicia de toda la ciudadanía. 
 
Sin una judicatura independiente, no es posible garantizar los derechos fundamentales ni la 
vigencia de un sistema democrático. 
 
En tal sentido, se solicita a las instancias internacionales constituirse en canales efectivos 
para visibilizar esta situación y coadyuvar en la adopción de medidas urgentes que 
restablezcan las garantías esenciales del ejercicio judicial en Bolivia.  
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3. BRASIL 

Informe de AMB para la FLAM sobre la situación del Poder Judicial en Brasil 

 

1. Limitación de las indemnizaciones y sus impactos sobre la remuneración de jueces 
y magistrados 

Recientemente, el Supremo Tribunal Federal (STF) dictó una decisión relevante al establecer 
límites para el pago mensual de indemnizaciones a jueces y magistrados, incluyendo valores 
relacionados con la compensación por vacaciones no disfrutadas acumuladas a lo largo del 
tiempo. 
 
Además, la decisión también prohibió la indemnización de determinadas licencias, como la 
licencia-premio, restringiendo aún más la posibilidad de convertir en dinero derechos 
regularmente adquiridos a lo largo de la carrera.  
 
Si bien la decisión se fundamentó en la necesidad de asegurar un mayor control y 
previsibilidad del gasto público, sus efectos prácticos han generado gran preocupación en el 
ámbito de la judicatura, provocando además una significativa inseguridad entre los jueces y 
magistrados. Esto se debe a que cambios de orientación de esta naturaleza, especialmente 
cuando se implementan de forma abrupta, terminan por sorprender a los interesados, 
muchos de los cuales habían asumido compromisos financieros contando con el pago de 
estas indemnizaciones τhasta entonces reconocidas administrativamente como debidasτ 
y que ahora se encuentran ante incertidumbres respecto de la posibilidad de cumplir con 
dichas obligaciones. 
 
Asimismo, la fijación de límites mensuales para el pago de estas indemnizaciones puede 
implicar, en la práctica, la postergación indefinida de valores ya incorporados al patrimonio 
jurídico de los jueces y magistrados. 
 
Por último, al restringir la forma de pago de estas indemnizaciones y, en ciertos casos, 
impedir su propia compensación, la medida puede resultar, aunque de manera indirecta, en 
una reducción de la remuneración global de los jueces y magistrados, lo que pl antea 
cuestionamientos a la luz del principio constitucional de irredutibilidad salarial. 
 
En este contexto, la Associação dos Magistrados Brasileiros ha manifestado su preocupación 
institucional por los efectos de la decisión y viene adoptando las medidas pertinentes para 
la defensa de los derechos de los jueces y magistrados, con el objetivo de asegurar el pleno 
respeto de las garantías constitucionales aplicables, en especial en lo que se refiere a la 
naturaleza de las indemnizaciones y a la prohibición de reducción de la remuneración. 
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2. Decisión reciente sobre el régimen disciplinario de la judicatura y sus impactos 
sobre la inamovilidad 

En el sistema constitucional brasileño, la inamovilidad de la judicatura no significa 
permanencia en el cargo durante toda la vida. Los jueces y magistrados están sujetos a la 
jubilación obligatoria a los 75 años de edad.  
 
La inamovilidad se traduce, en realidad, en la garantía de que el juez o magistrado no puede 
ser destituido del cargo por decisión administrativa en un procedimiento disciplinario. En 
este ámbito, la sanción máxima tradicionalmente prevista es la jubilación obligatoria, con 
haberes proporcionales al tiempo de servicio. 
 
En los casos en que existe la comisión de ilícitos penales por parte de un juez o magistrado 
τcomo, por ejemplo, en supuestos de corrupciónτ la pérdida del cargo puede ser decretada, 
pero depende de una decisión judicial dictada en el marco de un proceso penal, con plena 
observancia de las garantías del debido proceso, el derecho de defensa y el contradictorio.  
 
Este modelo ha sido entendido como un importante instrumento de protección de la 
independencia judicial, al asegurar que los jueces y magistrados no estén expuestos a la 
pérdida del cargo por motivaciones de carácter político o por presiones externas.  
 
Sin embargo, recientemente este régimen ha sido objeto de reinterpretación mediante 
decisión monocrática de uno de los Ministros del Supremo Tribunal Federal, quien, al 
analizar un caso concreto, excluyó la posibilidad de aplicar la jubilación obligatoria como 
sanción disciplinaria, entendiendo que las situaciones graves deben dar lugar a la pérdida 
del cargo.  
 
La decisión tuvo como fundamento, entre otros aspectos, las modificaciones introducidas 
por la reforma previsional (Enmienda Constitucional Nº 103/2019), que alteró el régimen 
jurídico de las jubilaciones en el servicio público, siendo interpretada como incompatible con 
el mantenimiento de la jubilación obligatoria como sanción disciplinaria.  
 
Esta interpretación representa un cambio relevante en la comprensión del sistema 
disciplinario de la judicatura, en la medida en que, por mera interpretación jurisdiccional, 
elimina la jubilación obligatoria como sanción disciplinaria y modifica de forma significativa 
el modelo vigente, que, conforme al artículo 95, inciso I, de la Constitución Federal de Brasil, 
establece que, tras dos años de ejercicio, el juez o magistrado adquiere la condición de 
inamovible, pudiendo perder el cargo únicamente mediante sentencia judicial firme.  
En este contexto, la Associação dos Magistrados Brasileiros ha seguido con atención la 
evolución de esta orientación, que genera preocupaciones respecto de sus posibles impactos 
sobre las garantías institucionales de la judicatura, en particular la inamovi lidad y, en 
consecuencia, la independencia judicial.  
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4. CHILE 

Informe País ς Asociación Nacional de Magistradas y Magistrados del Poder Judicial 
de Chile. Presentado a la 73ª Asamblea de la FLAM por Mariela Hernández Acevedo 
(Presidenta), Javier Mora Méndez (Vicepresidente) y Paulina Rodríguez Zapata 
(Secretaria General).3 

 

1. Introducción 

El sistema judicial chileno cumple un rol esencial en la defensa del Estado de Derecho, la 
resolución de conflictos y la protección de los derechos fundamentales de la ciudadanía. La 
Asociación Nacional de Magistradas y Magistrados del Poder Judicial de Chile (ANMM) 
presenta a la 73ª Asamblea de la FLAM su informe de situación. 
 
Lo que hoy reportamos no constituye una suma de episodios aislados. Nos encontramos ante 
un patrón de afectaciones de baja intensidad a la independencia judicial que involucra 
simultáneamente el plano institucional, el plano político y el plano individual. Este patrón fue 
expuesto formalmente por nuestra Asociación ante la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos en marzo de 2026. 
 

2. Nombramientos judiciales: garantía de independencia y mérito 

El sistema de nombramientos judiciales en Chile ha sido objeto de críticas sostenidas y 
profundas. Su diseño actual permite una intervención significativa del poder político en la 
conformación de la judicatura. El Presidente de la República participa directamente en la 
designación de jueces en todas las jerarquías. 
La ANMM plantea la creación de un órgano autónomo, paritario y compuesto 
mayoritariamente por jueces elegidos por sus pares, con facultad exclusiva para seleccionar 
y nombrar directamente a todos los jueces del país, sin intervención de los poderes Ejecutivo 
ni Legislativo. 
 

3. Deslegitimación pública desde el Poder Ejecutivo 

Durante el período 2025-2026, la ANMM ha observado con preocupación una conducta 
reiterada del Poder Ejecutivo consistente en cuestionar públicamente decisiones judiciales 
concretas, utilizando para ello la investidura presidencial. Estas intervenciones han acusado 
a jueces de desconexión con la realidad y han calificado sentencias como decisiones que 
favorecen la impunidad. 

 
3 Mariela Hernández Acevedo, presidenta; Javier Mora Méndez, vicepresidente; y Paulina Rodríguez Zapata, 

secretaria general de la Asociación Nacional de Magistradas y Magistrados del Poder Judicial de Chile, Chile. 
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4. Hostigamiento mediante acciones civiles y penales 

La ANMM ha documentado la utilización sistemática de acciones civiles y querellas penales 
contra juezas y jueces como mecanismo de presión, intimidación y desgaste. El problema se 
agrava por una deficiencia estructural: los jueces deben enfrentar estas acciones en solitario, 
sin respaldo institucional suficiente. 
 

5. Sistema disciplinario: déficit democrático y riesgos de la reforma 

Chile cuenta con un régimen disciplinario estructurado sobre la base de normas de contenido 
indeterminado, cuyo alcance ha sido definido por la propia Corte Suprema. La ANMM ha 
criticado con consistencia este modelo por su origen no democrático. 
 

6. Seguridad de los jueces: condición para una justicia independiente 

La seguridad física, psicológica e institucional de las juezas y jueces es una condición 
indispensable para el ejercicio independiente de la función jurisdiccional. La ANMM mantiene 
un diagnóstico preocupante en esta materia. Una política integral, proactiva y sustentada en 
estándares internacionales es la única respuesta adecuada. 
 

7. Reflexión final 

La ANMM no se opone a las reformas al sistema judicial. Sin embargo, las reformas solo son 
legítimas cuando se desarrollan dentro del marco del Estado de Derecho. Lo que está en 
juego es el pilar democrático que sostiene a todas las personas: el derecho a ser juzgadas 
por tribunales independientes, imparciales y libres de presiones. 
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5. COLOMBIA 

Informe sobre la situación de los jueces y magistrados de Colombia ante la 
Asamblea de la FLAM 2026. 

En Colombia, la situación de los jueces y magistrados es preocupante y evidencia un 
deterioro progresivo de la independencia judicial y de la separación de poderes. Los 
principales factores de preocupación pueden agruparse en tres ejes: la intervención del  
poder ejecutivo en la rama judicial, las deficiencias en la administración de la justicia y la 
falta de garantías de seguridad para los servidores judiciales. 

1. Intervención indebida del poder ejecutivo en la rama judicial 

En Colombia se observa una creciente intervención del poder ejecutivo en la rama judicial, 
que afecta de manera directa la independencia judicial y el equilibrio entre poderes. 

Las decisiones judiciales son cada vez más controvertidas y objeto de críticas por parte del 
Gobierno nacional. Esta confrontación no se limita al actual presidente, Gustavo Petro, sino 
que se extiende al debate político general, en el que incluso se han formulado propuestas 
orientadas a eliminar el Consejo de Estado mediante una asamblea nacional constituyente, 
lo que implicaría una transformación profunda del sistema constitucional y de la estructura 
del poder judicial colombiano. 

Los enfrentamientos entre el ejecutivo y las altas cortes han alcanzado un nivel 
particularmente preocupante. Mediante decreto, el Presidente de la República modificó las 
reglas de reparto de las acciones de tutela contra el Presidente, retirando al Consejo de 
Estado la competencia para conocer de estas acciones y asignándola a jueces del circuito. 

La independencia judicial también se ha visto afectada por hechos materiales de presión 
sobre la judicatura. El Presidente de la República ha promovido manifestaciones populares 
en contextos en los que los jueces han adoptado decisiones contrarias a sus intereses o en 
momentos en los que requiere una determinada respuesta judicial. 

En uno de estos episodios, manifestantes estuvieron cerca de tomarse el Palacio de Justicia. 
La intervención de la Policía impidió el ingreso al edificio; sin embargo, magistrados y 
empleados permanecieron retenidos durante gran parte del día sin posibilidad de salir. Uno 
de los magistrados que intentó abandonar el lugar fue agredido por la multitud. Finalmente, 
los magistrados de las altas cortes fueron evacuados en helicóptero y los empleados 
lograron salir del edificio durante la noche. 
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En otro episodio, un grupo de indígenas trasladado para otra protesta ocupó las instalaciones 
de los juzgados administrativos ubicados en el centro occidente de la ciudad, cerca de la vía 
de acceso al aeropuerto internacional El Dorado. 

Adicionalmente, los salarios de magistrados y jueces se verán reducidos como consecuencia 
de un decreto presidencial que, aunque inicialmente dirigido a los congresistas a partir del 
20 de julio de 2026, impacta directamente a la rama judicial. Ello se debe a que la Ley 4ª de 
1992 establece que los magistrados de las altas cortes devengan un salario equivalente al 
de los legisladores, y que las remuneraciones de magistrados de tribunales y jueces se fijan 
proporcionalmente a partir de esa base. 

En consecuencia, la reducción salarial aplicable a los magistrados de las altas cortes 
repercutirá en toda la estructura salarial de la rama judicial, afectando también los ingresos 
de los demás funcionarios judiciales. 

A ello se suma un recorte de más de cuatro billones de pesos en el presupuesto general de 
la nación destinado a la rama judicial, lo que impide la creación de despachos judiciales, el 
fortalecimiento de infraestructura, el pago de sentencias y el cumplimie nto de otras 
obligaciones necesarias para el adecuado funcionamiento del sistema judicial. 

En conjunto, estos hechos evidencian una política de debilitamiento de la justicia mediante 
mecanismos de presión institucional, afectación económica y restricción funcional. 

2. Deficiencias en el órgano de administración y gobierno de la rama judicial 

El Consejo Superior de la Judicatura, como órgano de administración y gobierno de la rama 
judicial, ha adoptado prácticas que afectan los derechos de jueces y magistrados y dificultan 
el adecuado funcionamiento del sistema judicial. 

A través de sus acuerdos de calificación, este órgano ha impuesto exigencias que obligan a 
jueces y magistrados a trabajar por fuera de los horarios previstos legal e 
ƛƴǘŜǊƴŀŎƛƻƴŀƭƳŜƴǘŜΦ 9ƭƭƻ ǎŜ Ƙŀ ǎǳǎǘŜƴǘŀŘƻ Ŝƴ ƭŀ ŀǇƭƛŎŀŎƛƽƴ ŘŜ ƭŀ ŦƛƎǳǊŀ ŘŜ άŎŀǇŀŎƛŘŀŘ ƳłȄima 
ŘŜ ǊŜǎǇǳŜǎǘŀέΣ Ŝƴ ƭǳƎŀǊ ŘŜ ǳǘƛƭƛȊŀǊ Ŝƭ ŎǊƛǘŜǊƛƻ ŘŜ άŎŀǊƎŀ ǊŀȊƻƴŀōƭŜ ŘŜ ǘǊŀōŀƧƻέΦ 

En materia tecnológica, el Consejo Superior de la Judicatura no ha garantizado un acceso 
estable, continuo y rápido a internet en todo el país. Incluso en las principales ciudades, el 
servicio presenta fallas constantes. 

Tampoco se ha implementado un expediente digital o expediente electrónico funcional, lo 
que obliga a jueces y magistrados a destinar tiempo a resolver asuntos administrativos que 
no corresponden a su función jurisdiccional. 
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Estas deficiencias repercuten directamente en los tiempos de respuesta al usuario y no son 
tenidas en cuenta al momento de evaluar y calificar a jueces y magistrados, afectando de 
manera directa la carrera judicial. 

3. Situación de orden público y falta de protección 

La situación de orden público en distintas regiones del país, particularmente en el 
Catatumbo, el Cauca y los Llanos Orientales, es cada vez más preocupante. 

En estas zonas, los servidores judiciales han recibido amenazas de distintos actores 
armados, incluidos grupos guerrilleros, grupos paramilitares y organizaciones 
narcotraficantes, sin que los órganos del Estado les brinden la protección debida. 

La falta de garantías de seguridad para jueces, magistrados y demás servidores judiciales 
compromete el ejercicio de la función judicial en condiciones de independencia. 

4. Conclusión 

La situación de la judicatura en Colombia refleja un deterioro grave de la división de poderes 
y de la independencia judicial. La presión del poder ejecutivo, las deficiencias del órgano de 
gobierno judicial y la ausencia de protección efectiva para los se rvidores judiciales 
configuran un escenario de especial preocupación. 

En este contexto, se requiere un fuerte apoyo internacional. 
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6. COSTA RICA 

Informe FLAM 2026 ς Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD) 

1. Presiones y ataques públicos contra personas operadoras de justicia. 

En Costa Rica se ha consolidado un patrón sostenido de estigmatización y deslegitimación 
pública de personas operadoras de justicia, particularmente jueces y juezas, promovido 
desde el Poder Ejecutivo. Estas manifestaciones se han producido de manera reite rada 
mediante conferencias de prensa oficiales, en las que se cuestiona públicamente el 
contenido de resoluciones judiciales y actuaciones jurisdiccionales, especialmente en 
materias penales y de ejecución de la pena. En diversos casos, las referencias han incluido 
la individualización nominal de jueces y juezas, intensificando el carácter personal de los 
señalamientos. 

Esta práctica ha sido continuada por la Presidencia electa de la República, que aun antes del 
inicio formal de su mandato ha formulado cuestionamientos públicos al funcionamiento del 
Poder Judicial y al desempeño de magistrados, jueces y juezas, atribuyénd oles 
responsabilidad por la crisis de seguridad ciudadana y el incremento del crimen organizado 
en el país. En ese marco, se remitió recientemente una carta pública al Presidente de la Corte 
Suprema de Justicia en la que se le señaló expresamente como part e del problema 
estructural del Poder Judicial. 

La ACOJUD ha reiterado que el desacuerdo con una resolución judicial debe canalizarse 
mediante los mecanismos procesales y recursivos previstos por el ordenamiento jurídico, y 
no a través de prácticas de hostigamiento o deslegitimación pública que erosiona n la 
confianza ciudadana en la judicatura y debilitan la institucionalidad democrática. 

En este contexto, se rechaza la consolidación de narrativas públicas que presentan a jueces 
ȅ ƧǳŜȊŀǎ ŎƻƳƻ άŘŜŦŜƴǎƻǊŜǎ ŘŜ ŘŜƭƛƴŎǳŜƴǘŜǎέ ƻ ŀŎǘƻǊŜǎ ǊŜǎǇƻƴǎŀōƭŜǎ ŘŜ ƭŀ ƛƴǎŜƎǳǊƛŘŀŘΦ 9ǎǘŜ 
tipo de construcciones discursivas distorsiona deliberadamente la función jurisdiccional, 
desinforma a la ciudadanía y busca trasladar al Poder Judicial responsabilidades que 
corresponden al diseño, implementación y ejecución de políticas públicas en materia de 
seguridad. 

La ACOJUD reconoce la gravedad de la crisis de seguridad y el desafío que representa el 
crimen organizado para el país. No obstante, advierte que tales fenómenos no pueden 
abordarse mediante el debilitamiento de la judicatura, la erosión de garantías 
constitucionales ni la deslegitimación de quienes ejercen funciones jurisdiccionales, sino a 
través de políticas públicas serias, sostenidas, interinstitucionales y basadas en evidencia. 
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Los ataques públicos también se han dirigido de manera reiterada contra la Sala 
Constitucional de la República, especialmente respecto de magistrados que han adoptado 
decisiones independientes en asuntos de alta sensibilidad institucional. En particular, se han 
cuestionado fallos que pusieron en revisión compromisos políticos e internacionales 
percibidos como lesivos de derechos humanos o de la soberanía nacional. 

En este marco, se ha reportado además el retiro de visas estadounidenses a magistrados de 
la Sala Constitucional, medida que se interpreta como una forma de presión externa 
susceptible de incidir sobre la independencia judicial. 

2. Debilidades estructurales que afectan la independencia judicial 

La independencia judicial en Costa Rica enfrenta también una serie de condicionamientos 
estructurales internos que afectan de manera directa las condiciones reales de ejercicio de 
la función jurisdiccional. 

Entre los principales factores identificados se encuentran la disminución presupuestaria 
sostenida del Poder Judicial, el deterioro de las condiciones salariales y laborales, la 
sobrecarga de trabajo, la ausencia de políticas efectivas de salud ocupacional, la utilización 
creciente del régimen disciplinario como respuesta predominante frente a problemas 
estructurales y las consecuencias negativas derivadas de la reforma del régimen jubilatorio 
del Poder Judicial. 

Estos factores han generado un progresivo debilitamiento institucional con impacto directo 
sobre la estabilidad, capacidad operativa y sostenibilidad del sistema judicial. 

En particular, la reforma del régimen jubilatorio ha tenido efectos profundamente regresivos 
sobre la carrera judicial. Desde su implementación, más de mil personas con amplia 
trayectoria dentro del Poder Judicial han abandonado la institución. Esta salida masiva de 
personal altamente calificado no ha podido ser compensada mediante mecanismos eficaces 
de reemplazo, lo que ha provocado una pérdida significativa de experiencia, capacidad 
técnica y memoria institucional. 

La imposibilidad de sustituir adecuadamente a quienes egresan del sistema ha 
incrementado el riesgo de debilitamiento estructural del Poder Judicial y ha afectado la 
continuidad y calidad del servicio de justicia. 

A ello se suma el impacto del entorno institucional, tanto interno como externo, sobre la salud 
emocional del funcionariado judicial. El deterioro de las condiciones de trabajo, sumado al 
clima de presión pública e incertidumbre institucional, ha generado consecuencias 
relevantes sobre la salud mental y emocional del personal judicial. Esta situación ha 
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comenzado a ser objeto de diagnóstico institucional, aunque aún no se han implementado 
respuestas estructurales suficientes. 

3. Desestabilización de la carrera judicial 

La carrera judicial en Costa Rica atraviesa un proceso de creciente desestabilización que 
compromete su previsibilidad, continuidad y capacidad de atraer y retener perfiles 
calificados. 

Entre los factores más relevantes se encuentran la suspensión prolongada de 
nombramientos en plazas civiles, sin plazos razonables de regularización; la ausencia de 
concursos en determinadas jurisdicciones, como la de familia; y la proliferación de 
designaciones interinas o en propiedad sin garantías mínimas de estabilidad. 

En la práctica, se ha consolidado un esquema de nombramientos en condiciones de alta 
precariedad, en el que jueces y juezas son designados bajo condiciones de inestabilidad 
funcional, con posibilidad de traslado, modificación de funciones o reclasificación de plazas 
en cualquier momento por razones presupuestarias. 

Estas dinámicas se encuentran directamente vinculadas a las restricciones derivadas de la 
implementación de la regla fiscal prevista en la Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 
Públicas, que ha generado un proceso sostenido de contracción presupuestaria desde 2018, 
pese al incremento de las necesidades institucionales y de demanda de justicia. 

La ACOJUD ha promovido acciones administrativas, contencioso -administrativas y 
constitucionales tendientes a revertir estas decisiones y restituir previsibilidad y estabilidad 
al sistema de carrera judicial, sin que hasta la fecha se hayan obtenido resultados favorables. 

A ello se suma la falta de actualización salarial. Desde el año 2015 no se han producido 
revisiones ni incrementos salariales, y las proyecciones actuariales indican que no existirían 
posibilidades de ajuste en los próximos veinte años. 

Esta situación ha incidido directamente en la pérdida de atractivo de la carrera judicial y 
constituye una de las principales causas de renuncia de jueces, fiscales y personal de policía 
judicial. La ausencia de condiciones materiales adecuadas y de un horizonte profesional 
sostenible ha debilitado severamente la capacidad del Poder Judicial para retener personal 
calificado y sostener una carrera judicial profesionalizada. 

4. Riesgos de reformas regresivas 
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En este contexto, la ACOJUD ha promovido instancias de diálogo institucional orientadas al 
análisis de las reformas que el país requiere, incluyendo eventuales modificaciones en los 
mecanismos de elección de altas cortes y otras áreas de funcionamiento del sistema judicial. 

No obstante, con el cambio de gobierno se ha insistido en la promoción de una reforma 
constitucional del Poder Judicial que presenta riesgos significativos para la independencia 
judicial. 

La ACOJUD ha advertido que cualquier proceso de reforma judicial debe respetar de manera 
estricta la separación de poderes, la independencia judicial y los estándares internacionales 
aplicables en la materia. Las reformas institucionales no pueden ser inst rumentalizadas 
como mecanismos de debilitamiento del Poder Judicial ni orientarse a ampliar márgenes de 
control político sobre la función jurisdiccional. 

Esta preocupación ha sido también expresada por la Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia. 

En particular, reviste especial preocupación la reciente conformación, por parte de la 
Presidencia electa, de una comisión encargada de impulsar reformas constitucionales y 
legales al Poder Judicial, en un contexto caracterizado por reiteradas amenazas a l a 
independencia judicial. 

La narrativa pública que sustenta estas iniciativas ha atribuido a jueces y juezas 
responsabilidad directa por la mora judicial, omitiendo su carácter multicausal y 
desconociendo el impacto de las deficiencias estructurales y de las reformas legislativas que 
han reducido la capacidad operativa del sistema judicial. 

A la fecha, no se han presentado propuestas orientadas a corregir estas causas 
estructurales, ni se ha previsto la participación del Poder Judicial ni de la sociedad civil en el 
diseño de las reformas anunciadas. 

La ausencia de inclusión institucional y de deliberación plural en la formulación de estas 
propuestas incrementa el riesgo de reformas regresivas incompatibles con un Estado 
democrático de derecho. 

5. Actuaciones ante el sistema interamericano 

Frente al conjunto de situaciones descritas, la ACOJUD ha puesto estos hechos en 
conocimiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), solicitando un 
seguimiento específico sobre la situación de Costa Rica en materia de independencia judicial. 

En particular, se requirió a la CIDH: 
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1. dar seguimiento específico a la situación de Costa Rica en materia de independencia 
judicial, especialmente respecto de las iniciativas legislativas y políticas públicas 
promovidas por el gobierno entrante;  

2. reiterar el llamado al cese de ataques públicos contra personas operadoras de 
justicia; y  

3. incorporar en sus informes la relevancia de políticas de bienestar y salud emocional 
para quienes ejercen funciones jurisdiccionales.  

La ACOJUD considera que el monitoreo internacional resulta especialmente relevante en el 
contexto actual, en tanto las presiones externas, el debilitamiento institucional y los riesgos 
de reforma regresiva configuran un escenario que exige vigilancia reforzada y respuesta 
oportuna en defensa de la independencia judicial. 
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7. ECUADOR 

Declaración Individual ς Asociación Ecuatoriana de Magistrados y Jueces (AEMAJ) 

La Función Judicial de la República del Ecuador, representada por la Asociación Ecuatoriana 
de Magistrados y Jueces (AEMAJ), emite la presente declaración para alertar a la comunidad 
jurídica internacional sobre la crisis de supervivencia e institucionalidad que atraviesa el 
sistema de justicia en nuestro país. 
 
Se ha instaurado una creencia generalizada de que la justicia responde a conveniencias del 
poder y no a la verdad, un estatus fortalecido por el ataque mediático sistemático contra los 
administradores de justicia. Las juezas y jueces se han convertido en b lancos fáciles de 
ataques a su integridad, enfrentando una presión mediática que impacta directamente en la 
Independencia Judicial. 
 
Esta preocupante realidad se desarrolla sin que el Estado Ecuatoriano haya atendido las 
necesidades mínimas de seguridad para los operadores de justicia, dejándolos en la 
indefensión frente a poderes fácticos. Denunciamos una serie de conflictos y tensiones 
impulsadas desde el Ejecutivo, la Fiscalía General del Estado y el Consejo de la Judicatura, 
instituciones que han sostenido una campaña de desvalorización judicial. Estas entidades 
han priorizado el desprestigio institucional sobre el fortalecimiento del Estado de Derecho, 
comprometiendo la validación de la justicia ante la ciudadanía.  
 
La Fiscalía General del Estado ataca a las y los jueces cuando las decisiones jurisdiccionales 
no son afines a sus tesis, pretendiendo deslegitimarlos ante la opinión pública de manera 
sistemática. Se omite deliberadamente que muchas de estas decisiones de rivan de 
investigaciones desprolijas, falta de pruebas o ausencia de acusaciones fundamentadas por 
parte de los propios fiscales. Por su parte, el Consejo de la Judicatura ha utilizado la 
destitución de jueces como bandera de gestión, publicitando sanciones sin respetar el debido 
proceso.  
 
En el marco de una crisis de inseguridad sin precedentes, la política ha permeado la justicia 
mediante reglamentos que vulneran la seguridad jurídica al no cumplir con la normativa 
legal vigente. Bajo la excusa de combatir la corrupción, se propone un modelo inquisitivo con 
herramientas pseudocientíficas como el polígrafo, ajenas a una evaluación objetiva.  
 
Como ha sido expuesto formalmente ante la CIDH, desde 2022 al menos 15 jueces y fiscales 
han sido asesinados en el país, evidenciando el asedio del crimen organizado. Las 
dependencias judiciales son blanco de amenazas de bomba y ataques terroristas, incluyendo 
un coche bomba hallado en la ciudad de Quito en noviembre de 2025. El Estado ha retirado 
escoltas a jueces amenazados por el narcotráfico bajo criterios administrativos negligentes, 
forzando a muchos de nuestros colegas al exilio para salvar sus propias vidas.  










































































































